PROYECTO DE LEY

LEY DE PROCEDIMIENTOS DE LA JUSTICIA VECINAL EN LO CIVIL Y COMERCIAL

CAPITULO I.: PARTE GENERAL

Artículo 1º: PRINCIPIOS

El procedimiento se rige por los principios de oralidad, informalidad, igualdad, celeridad, equidad, gratuidad, economía procesal, inmediatez y publicidad. En los casos de autocomposición del conflicto, se rige por los principios de confidencialidad, flexibilidad e imparcialidad.

El impulso del proceso es a instancia de parte. Las partes ofrecerán al Tribunal el cumplimiento de las diligencias que agilicen la marcha del proceso. Asimismo, el tribunal procurará, en cualquier estado del proceso, que las partes arriben a la autocomposición del conflicto.

Artículo 2º: REPRESENTACIÓN                        

Las partes deben asistir a las audiencias en forma personal.

Podrán hacerlo mediante apoderado:

        a)Las personas jurídicas, acreditando debidamente la personería invocada.

         b)Las personas físicas domiciliadas a más de 150 kilómetros de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

En los supuestos del incisos b), las partes extenderán acta-poder ante el Tribunal pudiendo otorgar al apoderado facultades suficientes para transar y conciliar.

Artículo 3º: COSTAS

Las costas del juicio serán soportadas en el orden causado, con excepción de aquellos casos en que el Tribunal advierta que alguna de las partes ha actuado con temeridad o malicia.

Artículo 4º: NOTIFICACIONES

Todas las resoluciones se notifican automáticamente los días martes y viernes, con excepción de la notificación de la demanda, la fijación de la audiencia preliminar, la de juicio, y la sentencia definitiva, que se hacen personalmente, por cédula, o por  cualquier otro medio que asegure la comunicación fehaciente.-

Artículo 5º: PLAZOS

Los plazos son improrrogables, salvo previsión expresa en contrario o decisión fundada del Tribunal, y se cuentan en días hábiles judiciales. Comienzan a correr desde el día siguiente a la notificación. Cuando esta ley no haya fijado otro plazo, se aplica el de tres días.

Artículo 6º: MEDIDAS CAUTELARES

El Tribunal podrá, de oficio o a pedido de parte, en cualquier etapa del proceso, disponer la aplicación, sin intervención de la otra parte, de medidas cautelares, pudiendo fijar si lo estima adecuado una contracautela a favor la parte afectada por la medida. El Tribunal puede ordenar aquellas medidas que no representen para la Ciudad un costo adicional. Las restantes quedan sujetas para su efectivización a que la parte interesada soporte los costos respectivos.

CAPÍTULO II : DE LOS TRIBUNALES

Artículo 7º: DEBERES DEL TRIBUNAL

Son deberes del Tribunal:

a) Dirigir el procedimiento.

b) Instar a las partes, en cualquier estado del proceso, a la autocomposición del conflicto o a la utilización de los mecanismos alternativos previstos para la resolución de disputas.

c) Ordenar las notificaciones.

d) Tomar personalmente las audiencias, bajo pena de nulidad.

e) Prevenir y sancionar todo acto contrario al deber de lealtad, probidad y buena fe.

f) Mantener la igualdad de las partes en el proceso.

g) Solicitar toda la información que se considere conducente a la resolución del conflicto.

h) Dictar sus resoluciones conforme a los hechos de la causa y a la normativa vigente. 

La reglamentación de la presente ley dispondrá de que forma cada miembro  del Tribunal deberá cumplir con cada uno de los deberes indicados.

Artículo 8º: FACULTADES DISCIPLINARIAS

Para mantener el buen orden y el decoro, el Tribunal podrá:

 a) Excluir de las audiencias a quienes perturben su curso.

 b) Requerir medidas disciplinarias al organismo competente respecto de los profesionales actuantes.

 c) Requerir el auxilio de fuerza pública.

 d) Sancionar la temeridad o malicia en que hubieren incurrido los litigantes o sus letrados, en oportunidad de dictar sentencia.

Artículo 9º: FACULTADES ORDENATORIAS, INSTRUCTORIAS Y CONMINATORIAS

El Tribunal, aún de oficio, podrá:

a) Tomar medidas tendientes a evitar la paralización del proceso.

b) Ordenar las diligencias necesarias para esclarecer la verdad de los hechos controvertidos, respetando el derecho de defensa de las partes.

c) Disponer en cualquier momento la comparencia de las partes, testigos, peritos y demás personas vinculadas al proceso.

d) Ordenar el archivo de los expedientes, previa notificación a las partes.

e) Aplicar multas u otras sanciones contempladas en la presente ley, promoviendo de oficio su ejecución.

f) Imponer sanciones pecuniarias progresivas y compulsivas tendientes a que las partes cumplan sus mandatos, cuyo importe será en favor del litigante perjudicado por el incumplimiento.

Artículo 10º: EXCUSACIÓN

Cada miembro del Tribunal podrá excusarse en la primera intervención que tenga en el proceso cuando se halle comprendido en alguna de las causales de excusación o recusación, o cuando motivos debidamente fundados le impongan la necesidad de abstenerse de conocer en el juicio. Las partes no pueden oponerse a la excusación. 

Artículo 11º: RECUSACIÓN

Las partes pueden ejercer su facultad de recusación dentro de los tres (3) días de conocido el Tribunal interviniente. Si la causal fuera sobreviniente, las partes deberán articular su pretensión dentro de los tres (3) días de haber tomado conocimiento de la misma. La recusación debe deducirse por escrito ante el Tribunal ante el cual tramita la causa, acompañando toda la prueba documental y ofreciendo la restante de la que intenta valerse. No se admite recusación sin causa

El Juez recusado debe expedirse sobre el planteo dentro de los tres (3) días, aceptando las causales y disponiendo la remisión de las actuaciones al Juez que resulte sorteado para entender. Este debe expedirse dentro de los cinco (5) días a partir de la recepción, término en el que también debe producirse la prueba que estime pertinente. En caso de hacerse lugar a la recusación ,se sorteará de la nómina de los Tribunales Vecinales al Juez que integrara el Tribunal. Dicho sorteo estará a cargo del Consejo de la Magistratura. La decisión que se dicte es irrecurrible.

Artículo 12º: CAUSALES DE EXCUSACIÓN Y DE RECUSACIÓN

Los Jueces pueden excusarse y ser recusados por estar incursos en algunas de las siguientes causales:

a) Tener parentesco por consanguinidad dentro del cuarto grado y segundo de afinidad con alguna de las partes, sus mandatarios o letrados;

b) Tener interés propio, de sus consanguíneos o afines dentro del grado expresado en el inciso anterior, en el pleito, o sociedad o comunidad con algunos de los litigantes, mandatarios o letrados, salvo que la sociedad fuera anónima; 

c) Tener o haber tenido pleito con alguno de los litigantes, sus mandatarios o letrados;

d) Ser acreedor, deudor o fiador de alguna de las partes, con excepción de los bancos oficiales;

e) Tener con alguno de los litigantes amistad o enemistad manifiesta; En ningún caso procede la recusación por ataques u ofensas inferidas al juez después que haya comenzado a conocer el asunto;

f)  Haber recibido beneficios de alguna de las partes, o habérselos otorgado,

g) Haber denunciado o querellado al recusante, o haber sido denunciado o querellado por éste con anterioridad a la iniciación del pleito;

h) Haber sido defensor de alguno de los litigantes, o emitido opinión, o dictamen, o recomendaciones acerca del pleito antes, o después de comenzado.

CAPÍTULO III: DEL PROCEDIMIENTO DE LA JUSTICIA VECINAL

Artículo 13º: ESCRITO DE INICIACIÓN

La acción se inicia en forma escrita, presentándose ante la mesa de recepción del Tribunal Vecinal competente la demanda.

La misma debe contener:

a) El nombre, domicilio real y el domicilio legal constituido.

b) El nombre y el domicilio denunciado del demandado o los datos que permitan su identificación.

c) Objeto del reclamo, los hechos en que se basa, en términos claros, concisos y precisos y la estimación del monto reclamado.

d) El derecho expuesto sucintamente.

e) Detalle de la prueba documental que se adjunta o, en su caso, no hallándose la misma en su poder, indicará donde puede esta hallarse o bien en poder de quien se encuentra.

f) Solicitud de medidas cautelares.

g) Solicitud de diligencias preliminares.

h) Firma del actor y de su letrado patrocinante.

Artículo 14º: PRESENTACIÓN. FIJACIÓN DE LA AUDIENCIA PRELIMINAR

En el mismo acto de presentación del escrito de inicio, la mesa receptora del Tribunal Vecinal competente deberá:

a) Asignar al juez que interviene hasta la celebración de la audiencia de juicio. Al mismo le corresponde tomar la audiencia preliminar.

b) Fijar la fecha de realización de la audiencia preliminar, dentro de los veinte (20) días siguientes.

c) Notificar personalmente la resolución respectiva a la actora, con constancia del apercibimiento en caso de incomparecencia, haciéndole saber que en oportunidad de asistir a la audiencia preliminar debe ofrecerse la  restante prueba.

Artículo 15º: DILIGENCIAS PRELIMINARES

El juez puede autorizar la participación del actor en las diligencias preliminares destinadas a lograr la identificación del demandado o de su domicilio.

Artículo 16º: NOTIFICACIÓN DE LA DEMANDA

El Tribunal notifica la demanda por cédula, con una antelación no menor de siete (7) días de la fecha de celebración de la audiencia preliminar.

La cédula de notificación debe contener, bajo pena de nulidad:

a) Datos del Tribunal y del expediente.

b) Fecha de la audiencia preliminar.

c) El apercibimiento en caso de incomparecencia injustificada.

d) Aviso de que en la audiencia preliminar las partes pueden arribar a la autocomposición del conflicto y, en su caso, deberá contestar la demanda y ofrecer la prueba de que intente valerse.

e) Constancia de los datos, lugares y modos de patrocinio jurídico que  prestan las Comunas.

Debe acompañarse a la cédula de notificación copia del escrito de demanda y copia de la prueba documental acompañada.

Artículo 17º: INCOMPARECENCIA

Se tendrá por desistida la acción a la parte actora que injustificadamente no concurra a la audiencia preliminar o a la audiencia de juicio. Si la incomparecencia injustificada fuera del demandado, el proceso continúa en su ausencia.  
 

Artículo 18º: CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA

La contestación de la demanda será presentada en la audiencia preliminar y contendrá:

a) Nombre, domicilio real y domicilio legal constituido.

b) Excepciones de las que intente valerse.

c) Detalle sucinto de los hechos de descargo.

d) Detalle del derecho.

e) Detalle de la prueba documental que se adjunta o, en su caso, no hallándose la misma en su poder, indicará donde puede esta hallarse o bien en poder de quien se encuentra.

f) Firma del demandado y su letrado patrocinante.

Artículo 19º: MEDIOS DE PRUEBA ADMISIBLES

Son medios de prueba válidas para ser utilizados por cualquiera de las partes, la prueba documental, la informativa, la testimonial y la pericial.

Artículo 20º: PRUEBA TESTIMONIAL 

Cada parte puede ofrecer hasta tres (3) testigos, quedando a criterio del Tribunal la posibilidad de autorizar la comparecencia de un número mayor, en caso de ser solicitado fundadamente por las partes. La parte que los propone asume la carga procesal de hacerlos comparecer. 

Artículo 21º: PRUEBA PERICIAL

Cuando se provea la producción de una pericia, el Tribunal requerirá a la dependencia o entidad idónea en la materia la realización del pertinente dictamen. A tales efectos, el Gobierno de la Ciudad celebrará convenios de cooperación con instituciones públicas y privadas.

La dependencia o entidad requerida deberá responder en el término fijado por el Tribunal. 

Las partes no podrán designar consultores técnicos.

Artículo 22º: El dictamen debe incorporarse a la causa al menos cinco (5)días antes de la celebración de la audiencia de juicio. Se deberá hacer comparecer al perito firmante a la audiencia de juicio para explicar sus conclusiones y realizar aclaraciones.

Artículo 23º: AUDIENCIAS

Las audiencias son públicas y orales, tomándolas en forma personal el Juez designado, bajo pena de nulidad. El Secretario dejará constancia en acta de las partes relevantes.

Por causa fundada, el Tribunal  podrá disponer que las audiencias se realicen en forma reservada.

Artículo 24º: AUDIENCIA PRELIMINAR 

En la audiencia preliminar se procederá de la siguiente forma:

a) Las partes o sus representantes, en caso de corresponder, expondrán en forma oral y sucinta sus pretensiones y defensas, por su orden.

b) Las partes reconocen o niegan la validez de la prueba documental adjuntada por la contraria y ofrecen  la restante. El Tribunal podrá excepcionalmente disponer el pase a cuarto intermedio en los casos en que el volumen de la documentación  o la complejidad de los temas así lo justifiquen.

c) El Tribunal instará a la autocomposición del conflicto e informará sobre los métodos disponibles para la resolución de disputas, invitando a su utilización .En el caso de optar por alguna de ellas, las partes de común acuerdo lo harán saber en el mismo acto.

d) En todos los casos el Tribunal se expedirá sobre las excepciones de previo y especial pronunciamiento y la admisibilidad  de la prueba ofrecida. La prueba ofrecida y no admitida puede ser replanteada por las partes ante el pleno al momento de celebrarse la audiencia de juicio.

En el supuesto que las partes resuelvan seguir adelante con el procedimiento, el Tribunal fijará fecha para la audiencia de juicio a celebrarse dentro de un plazo de treinta (30) días, lapso durante el cual el Tribunal dispondrá la realización de las diligencias probatorias a su cargo.

Artículo 25º: CUESTIÓN DE PURO DERECHO

Si no existieran hechos controvertidos, el Tribunal declarará la causa de puro derecho y dentro de los diez (10) días siguientes dictara sentencia.

Artículo 26º: AUTOCOMPOSICION DEL CONFLICTO

En el caso que las partes arribaran a una autocomposición del conflicto antes  de la audiencia de juicio, el compromiso suscripto por las mismas deberá ser homologado por el Tribunal.

Artículo 27º: AUDIENCIA DE JUICIO - SENTENCIA

La audiencia de juicio debe celebrarse ante el Tribunal en pleno. Su desarrollo se ajustará al siguiente orden y contenido:

a) Las partes pueden replantear las probanzas denegadas en la audiencia preliminar.

b) El Tribunal resuelve las cuestiones planteadas en el inciso anterior, disponiendo en su caso la realización de los actos que estime pertinentes.

c) El Tribunal dispone la declaración de los peritos, si los hubiere.

d) El Tribunal dispone la declaración de los testigos, si los hubiere.

e) Las partes pueden formular preguntas u observaciones, y solicitar aclaraciones a peritos y testigos, dirigiéndolas al Presidente del Tribunal, quedando sujetas a su aceptación según se consideren pertinentes.

f) Las partes pueden una vez finalizada la producción de la prueba, por su orden, dirigir al Tribunal sus palabras de cierre.

g) El Tribunal puede ordenar la realización de medidas para mejor proveer, e incluso disponer el pase a cuarto intermedio a fin de asegurar su producción, quedando las partes notificadas en el mismo acto.

h) El Tribunal dicta sentencia, pudiendo supeditar las condiciones de su cumplimiento al acuerdo de partes, bajo apercibimiento de aplicar lo que hubiere dispuesto al respecto. Comunica a los interesados al menos la parte dispositiva de la decisión, pudiendo diferir la fundamentación hasta tres (3) días después de culminada la audiencia, quedando aquella a disposición de las partes. 

i) El Tribunal invitará a las partes a que acuerden en ese acto la forma de cumplimiento de la sentencia.

Artículo 28º:INAPELABILIDAD DE LA SENTENCIA

La sentencia dictada por el Tribunal es inapelable. En la misma se ordenará la notificación a la Administración o a la Justicia competente, según corresponda, de las presuntas infracciones a las normas vigentes advertidas durante el desarrollo del proceso. 

CAPÍTULO IV: DE LA EJECUCIÓN DE LA SENTENCIA

Artículo 29º: SENTENCIA INCUMPLIDA

Vencido el plazo para el cumplimiento de la sentencia, las partes pueden solicitar al Tribunal que disponga la ejecución de la misma, debiendo éste ordenar de oficio aquellas medidas que estime pertinentes para la obtención de tal fin y que no representes para la Ciudad un costo adicional. Las partes pueden solicitar a su costo todas las medidas tendientes a asegurar la ejecución de la sentencia.

Artículo 30º:REGISTRO DE DEUDORES MOROSOS

En los casos que corresponda, el incumplimiento total o parcial de la sentencia condenatoria en los plazos establecidos habilitará la inclusión del deudor moroso en un registro que a tales efectos llevará la Justicia Vecinal, siendo éste de acceso al público y gratuito.

Artículo 31º: APLICACIÓN SUPLETORIA

En todo a lo que no se oponga a la presente ley, será de aplicación supletoria el Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.

Artículo 32º: Comuníquese, etc.
Señor Presidente:

El presente proyecto tiene como antecedente el proyecto 1776-D-04, que al día de hoy ha caducado. Atento la importancia del mismo, considero necesario volver a presentarlo.

Este proyecto de ley, que es el necesario complemento al de creación de la justicia vecinal, trata, a lo largo de su articulado, de plasmar las características y requerimientos necesarios para que el adecuado funcionamiento de los Tribunales Vecinales otorgue rápida y eficaz solución a los conflictos que se les sometan.
No resultan novedosos para nadie del ámbito porteño los inconvenientes de todo tipo que, desde hace ya muchos años, sufre la Justicia en nuestro país y, en particular, en la Ciudad de Buenos Aires.  Nuestra  población reclama con urgencia  que se implementen cambios –cambios importantes- a través de la acción del Estado, en la forma de administrar justicia para todos los ciudadanos. 

La administración de justicia es una función indelegable que el Estado debe prestar a los ciudadanos debiéndose garantizar eficiencia, equidad, rapidez y transparencia en los procedimientos. No es este un tema menor o postergable. Es la base de la convivencia civilizada, a falta de la cual resulta imposible edificar una sociedad moderna y justa. 

 La realidad de la Ciudad de Buenos Aires de nuestros días plantea también el desafío de revertir los defectos que ha revelado el sistema jurisdiccional con el que convivimos cotidianamente. Generar el cambio efectivo que la sociedad reclama en la forma de administrar justicia en nuestra Ciudad requerirá indefectiblemente la implementación de distintas formas de organización judicial, aptas para abordar con eficacia a las crecientes demandas sociales.  

Un camino que se ha presentado como eficaz para abordar esta problemática judicial tan acosada por múltiples falencias ha sido el de la creación de Tribunales Vecinales. Se ha pensado que una suerte de “justicia de menor cuantía”, instalada en los barrios cerca de los ciudadanos, con procedimientos sencillos y accesibles para el común de la gente, y con costos económicos acotados, que podrá iniciar el difícil proceso de revertir en el imaginario colectivo de nuestros conciudadanos la imagen de una administración de justicia distante, lenta, compleja y costosa, solo apta para cuestiones patrimoniales cuantiosas y para gente con recursos abundantes.  
Las características específicas de estos Tribunales a las que se apunta en el presente proyecto se relacionan con la rapidez, la cercanía física y la economía. reforzadas por la aplicación de métodos alternativos de resolución de disputas. A su vez, el procedimiento oral previsto le otorga flexibilidad e informalidad, diferenciándose de la justicia ordinaria con sus procedimientos extendidos en el tiempo y a la necesidad de incurrir en mayores costos económicos.
Tras extensas discusiones y con la consulta de destacados juristas, se ha llegado a la conclusión que resulta prudente establecer como principio el de patrocinio letrado obligatorio, gratuito inclusive para el caso de que alguna parte no lo pueda costear, con el  objeto de salvaguardar el principio constitucional de la igualdad de todos los ciudadanos frente a la ley. En el mismo sentido y para sostener el libre acceso a la justicia es que se establece el régimen de costas por el orden causado y la gratuidad del sistema al exceptuarlo del pago de la Tasa de Justicia.
La aplicación de métodos alternativos para la resolución de las disputas, pretende  por un lado agilizar el proceso y por otro cumplimentar con  los principios procésales  de la  celeridad y de la economía procesal. Esto también se condice con la realidad de que no existe una sola forma de resolver los conflictos, de manera tal que la función del Tribunal es analizar cada conflicto y, existiendo conformidad de las partes, canalizarlo hacia la opción apropiada para su resolución. Ello encuentra su antecedente en los Estados Unidos de Norteamérica en el sistema denominado Multi Door Courthouse, desarrollado a partir de 1976. 
Otras características a destacar son la proximidad física de los Tribunales Vecinales a la población de cada barrio (contando cada Comuna con un Tribunal Vecinal), y la amplitud horaria de su funcionamiento para responder eficazmente a los conflictos que se susciten entre los vecinos de la Ciudad de Buenos Aires. 
A fin de asegurar los principios de celeridad y agilidad, se establece en este proyecto la instancia única. Si bien la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires consagra, en su articulo 13, inciso 3, la garantía procesal de la doble instancia, consideramos que esta solo debe aplicarse en el proceso penal. A su vez, la constitución del Tribunal con tres miembros garantiza la pluralidad de opiniones en el litigio.

En este mismo sentido, y en virtud que después de la reforma constitucional de 1994, los tratados internacionales tienen jerarquía constitucional, hemos recogido que la Convención Americana de Derechos Humanos  (Pacto de San José de Costa Rica) estableciendo que: “... Toda persona inculpada de delito tiene derecho a...  las siguientes garantías mínimas...   h) derecho de recurrir del fallo ante el juez o tribunal superior”, surge a nuestra interpretación, y a la de varios destacados juristas, que de esta manera se circunscribe esta garantía los procesos penales. En igual sentido, en el Pacto Internacional de Derechos Políticos y Civiles, la referencia a la doble instancia esta también dirigida a los procesos penales (articulo 14, inciso 5).
Se ha previsto que las audiencias sean públicas y orales, debiendo ser tomadas por el Tribunal designado, bajo pena de nulidad. El secretario deberá dejar constancia en un acta de las partes relevantes. Solo mediante causa fundada el Tribunal podrá disponer la realización de audiencias reservadas.

Tanto para la Audiencia Preliminar como para la Audiencia de Juicio se han previsto esquemas sencillos y accesibles que privilegian la celeridad. En la primera de ellas, el Tribunal debe instar a la autocomposición del conflicto e informar en particular acerca de los métodos disponibles para la resolución alternativa de disputas.   

Para observar, una vez más, lo que se ha considerado como principios rectores de la creación de la justicia vecinal, esto es cercanía, celeridad y economía, se ha establecido que las sentencias de los Tribunales Vecinales sean inapelables. 


Se ha juzgado, también, como necesario, la creación de un registro de deudores morosos en el ámbito de Justicia Vecinal. Este registro, de acceso público y gratuito, permitirá tener antecedentes concretos respecto de los incumplimientos que tengan lugar.

Por último agradezco al Dr. Hernán Pérez Demaría por el trabajo realizado en la elaboración y presentación del presente. 

Por todos los argumentos aquí expresados, presentamos el presente proyecto a la consideración de los señores y señoras Legisladores, esperando su pronta aprobación.   
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